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TJUE 

Determinación de la información que es suficiente para que los 
consumidores calculen los intereses según el IRPH  

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Novena), de 13 de julio de 2023, en el asunto C-265/22 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 

TFUE, por el Juzgado de Primera Instancia nº 17 de Palma de Mallorca (Illes Balears), 

mediante auto de 19 de abril de 2022, recibido en el Tribunal de Justicia el 20 de abril de 2022, 

en el procedimiento entre ZR, PI y Banco Santander, S.A.  

Objeto de la decisión prejudicial – Admisibilidad de las cuestiones prejudiciales 

primera a tercera y quinta – Cuarta cuestión prejudicial (sinopsis de Fernando 

Zunzunegui y Lidia Hernanz) 

Objeto de la decisión prejudicial: “[…] La petición de decisión prejudicial tiene por objeto 

la interpretación, por un lado, de los artículos 5 y 7de la Directiva 2005/29/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de 

las empresas en sus relaciones con los consumidores en el mercado interior, que modifica la 

Directiva 84/450/CEE del Consejo, las Directivas 97/7/CE, 98/27/CE y 2002/65/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 del Parlamento 

Europeo y del Consejo («Directiva sobre las prácticas comerciales desleales») (DO 2005,L 149, 

p. 22), y, por otro lado, de los artículos 3, apartado 1, 4, 5 y 6, apartado 1, de la 

Directiva93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los 

contratos celebrados con consumidores (DO 1993, L 95, p. 29; corrección de errores en DO 

2015, L 137, p. 13, y en DO2023, L 17, p. 100). […]” 

Admisibilidad de las cuestiones prejudiciales primera a tercera y quinta: “[…] 

Mediante su primera cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta al 

Tribunal de Justicia, en esencia, sobre la compatibilidad con los artículos 5 y 7 de la Directiva 

2005/29 de un contrato de préstamo a un tipo de interés variable celebrado entre un 

profesional y un consumidor, cuya cláusula relativa a los criterios de revisión periódica del tipo 

de interés toma como referencia un índice oficial al que se aplica un incremento, apartándose 

de esa forma de las indicaciones contenidas en el acto mediante el cual la autoridad competente 

instauró el citado índice, en las que se precisaba, por el contrario, que, dado su modo de 

cálculo, sería necesario aplicar un diferencial negativo para igualar la TAE del préstamo con la 

del mercado. Mediante sus cuestiones prejudiciales segunda y tercera, dicho órgano 

jurisdiccional solicita algunas precisiones en caso de respuesta negativa a la primera cuestión 

prejudicial. Por último, mediante su quinta cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional 

remitente pretende despejar sus dudas sobre la interpretación del artículo 6, apartado 1, de la 

Directiva 93/13 en el contexto de la celebración de un contrato de préstamo cuyo tipo de interés 

se presenta de manera engañosa, incumpliendo las exigencias de la Directiva 2005/29. […] De 

este modo, por lo que se refiere más particularmente a las directivas, en el ámbito de aplicación 

ratione temporis de una directiva solo pueden incluirse, por regla general, las situaciones 

jurídicas consolidadas con posterioridad a la expiración del plazo de transposición de esta […]. 

Pues bien, conforme al artículo 19 de la Directiva 2005/29, los Estados miembros tenían que 
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haber adoptado y publicado las disposiciones necesarias para dar cumplimiento a lo 

establecido en ella a más tardar el 12 de junio de 2007 y tales disposiciones debían aplicarse a 

más tardar el 12 de diciembre de ese mismo año. […] De lo anterior resulta que la 

Directiva 2005/29 no era aplicable en la fecha de celebración del contrato objeto 

del litigio principal, a saber, el 12 de mayo de 2006. En consecuencia, la 

interpretación de esta Directiva no guarda relación con la solución del litigio 

principal, de suerte que, dado que tienen directa o indirectamente por objeto dicha 

interpretación, las cuestiones prejudiciales primera a tercera […] son inadmisibles. 

Por lo que respecta a la quinta cuestión prejudicial, en la medida en que tiene por 

objeto la interpretación del artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13, la 

petición de decisión prejudicial no contiene las indicaciones exigidas por el 

artículo 94, letra c), del Reglamento de Procedimiento, destinadas a permitir que 

el Tribunal de Justicia proporcione una respuesta útil al órgano jurisdiccional 

remitente, por cuanto no expone las razones que llevaron a dicho órgano jurisdiccional a 

preguntarse sobre la interpretación de la mencionada disposición. En consecuencia, la 

quinta cuestión prejudicial también es inadmisible en su totalidad. […]” [Énfasis 

añadido] 

Cuarta cuestión prejudicial: “[…] [M]ediante su cuarta cuestión prejudicial, el órgano 

jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si los artículos 3, apartado 1, 4 y 5 de la 

Directiva93/13 deben interpretarse en el sentido de que, para apreciar la transparencia y el 

carácter eventualmente abusivo de una cláusula de un contrato de préstamo hipotecario a tipo 

de interés variable que designa, como índice de referencia para la revisión periódica del tipo 

de interés aplicable a ese préstamo, un índice establecido por una circular que fue publicada 

oficialmente y al que se aplica un incremento, es pertinente el contenido de la información 

incluida en otra circular, de la que se desprende la necesidad de aplicar a ese índice, dado su 

modo de cálculo, un diferencial negativo a finde igualar dicho tipo de interés con el tipo de 

interés del mercado. Ha de precisarse que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de 

Justicia, la competencia de este en la materia comprende la interpretación de los 

conceptos de la Directiva 93/13 y los criterios que el juez nacional puede o debe aplicar 

al examinar una cláusula contractual a la luz de las disposiciones de la Directiva, 

entendiéndose que incumbe a dicho juez pronunciarse, teniendo en cuenta esos 

criterios, sobre la calificación concreta de una cláusula contractual determinada 

en función de las circunstancias propias del caso. […] Por lo que respecta, en 

primer lugar, a la exigencia de transparencia de las cláusulas contractuales, como 

resulta de los artículos 4, apartado 2, y 5 de la Directiva 93/13, es preciso recordar que reviste 

una importancia fundamental para el consumidor disponer, antes de la celebración de un 

contrato, de información sobre las condiciones contractuales y las consecuencias de dicha 

celebración. […] Desempeñan un papel decisivo en esa apreciación, por una parte, la cuestión 

de si las cláusulas están redactadas de forma clara y comprensible, de modo que permitan a un 

consumidor medio, a saber, un consumidor normalmente informado y razonablemente atento 

y perspicaz, evaluar tal coste, y, por otra parte, la mención o la falta de mención en el contrato 

de crédito de aquella información que se considere esencial a la vista de la naturaleza de los 

bienes o de los servicios que son objeto de dicho contrato […]. Entre los elementos pertinentes 

que debe tomar en consideración el juez nacional al llevar a cabo las comprobaciones 

necesarias a este respecto figuran no solo el contenido de la información proporcionada por el 

prestamista en el marco de la negociación de un determinado contrato de préstamo, sino 

también la circunstancia de que los elementos principales relativos al cálculo del índice de 

referencia resulten fácilmente asequibles por haber sido publicados […].  En el presente 
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asunto, de la resolución de remisión se desprende, por un lado, que el índice de referencia 

objeto del litigio principal fue establecido por la Circular 8/1990, que fue publicada en el 

Boletín Oficial del Estado. Por otro lado, en la cláusula controvertida se indica que este índice 

se describe en el anexo VIII de dicha circular y que esta emana del Banco de España. […] Por 

lo que respecta a la cuestión de si tener conocimiento efectivo de los métodos de cálculo del 

índice de referencia al que se refiere la cláusula controvertida —que figuran en el anexo VIII 

de la Circular8/1990— era suficiente para permitir a un consumidor medio comprenderlos y 

tener conciencia de sus consecuencias económicas, no habiéndosele comunicado también la 

información que figura en el preámbulo de la Circular 5/1994, el órgano jurisdiccional 

remitente habrá de tener en cuenta la importancia que tenía esta información para que ese 

consumidor pudiera evaluar correctamente las consecuencias económicas de la celebración del 

contrato de préstamo hipotecario objeto del litigio principal. A este respecto, el hecho de que 

la institución autora de la Circular 5/1994 hubiera estimado oportuno, en ese preámbulo, 

llamar la atención de las entidades de crédito sobre el tipo de los IRPH en relación con el tipo 

de interés del mercado y sobre la necesidad de aplicar un diferencial negativo para igualarlos 

con dicho tipo de interés constituye un indicio pertinente de la utilidad que la mencionada 

información tenía para el consumidor.  Para la apreciación del órgano jurisdiccional remitente 

también resulta pertinente la circunstancia de que esta información, pese a haber sido 

publicada en el Boletín Oficial del Estado, figure en el preámbulo de la Circular 5/1994 y no en 

la circular por la que se establece el índice de referencia contractual, a la que se remitía la 

cláusula controvertida, a saber, la Circular 8/1990. Corresponde, en particular, al citado 

órgano jurisdiccional comprobar si la obtención de esa información suponía llevara cabo una 

actividad que, por pertenecer ya al ámbito de la investigación jurídica, no podía exigírsele 

razonablemente a un consumidor medio. En segundo lugar, por lo que respecta a la 

apreciación del carácter eventualmente abusivo de una cláusula como la que es 

objeto del litigio, el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13 dispone que las cláusulas 

contractuales que no se hayan negociado individualmente se considerarán abusivas cuando, 

contrariamente a las exigencias de la buena fe, causen en detrimento del consumidor un 

desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes que se derivan del 

contrato. A este respecto, procede señalar, con carácter preliminar, que de la resolución de 

remisión se desprende que la demandada en el litigio principal sostiene que la cláusula 

controvertida fue negociada individualmente. […] Habida cuenta de todas las 

consideraciones anteriores, procede responder a la cuarta cuestión prejudicial 

que los artículos 3, apartado 1, 4 y 5 de la Directiva 93/13 deben interpretarse en 

el sentido de que, para apreciar la transparencia y el carácter eventualmente 

abusivo de una cláusula de un contrato de préstamo hipotecario a tipo de interés 

variable que designa, como índice de referencia parala revisión periódica del tipo 

de interés aplicable a ese préstamo, un índice establecido por una circular que 

fue publicada oficialmente y al que se aplica un incremento, es pertinente el 

contenido de la información incluida en otra circular, de la que se desprende la 

necesidad de aplicar a ese índice, dado su modo de cálculo, un diferencial 

negativo a fin de igualar dicho tipo de interés con el tipo de interés del mercado. 

También es pertinente determinar si esa información es suficientemente 

accesible para un consumidor medio. […]” [Énfasis añadido] 

Texto completo de la sentencia 
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